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    Es un verdadero placer presentar un libro escrito por quien reúne la condición de periodista de raza —como lo sabemos quienes conocimos a su padre— y, al mismo tiempo, la de colega abogado. Más agradable aún es hacerlo en compañía de otro extraordinario comunicador como es Víctor Hugo Morales, con quien concuerdo plenamente en que es bueno que todo periodista lo tenga a mano.


    Las cuestiones que aborda este trabajo son amplias; si tuviera que detenerme en cada una de ellas, debería escribir otro libro. Resisto, pues, la tentación. Quizá se pudieran clasificar en núcleos temáticos: 1) defecto técnico jurídico en la información; 2) escándalo en el seguimiento de los casos; 3) el desprestigio de la justicia, y 4) el miedo al delito, inseguridad o pánico moral.


    Hay una base común a los cuatro núcleos en la que inciden dos vertientes diferentes: la curiosidad del público por la noticia roja y el miedo.


    La curiosidad —muchas veces calificada como morbosa, de cuyo carácter no estoy nada seguro— es una realidad en toda sociedad. Se la ha analizado por todos los que se ocuparon de la popularidad de las novelas policiales al irrumpir estas en el siglo pasado, precedida, en el siglo XIX, por la explosión del periodismo en los juicios famosos, especialmente en Francia. Esta última habilitó el prestigio de una especialidad médica hasta entonces subestimada: los psiquiatras. De allí nació la alianza de estos con la policía, que dio lugar al positivismo peligrosista y a la criminología del reduccionismo biológico y racista.


    No ha faltado quien aventuró la opinión de que el gancho del relato policial se encuentra en el inconsciente, pues queremos saber cómo termina para tener la certeza de que no somos los asesinos. Allí dejo la cuestión: me limito a constatar que la curiosidad es una realidad innegable.


    En cuanto al miedo, en todas las sociedades y épocas ha existido. Casi diría que la política es el arte de manejar los miedos: a la guerra, al hambre, al desempleo, a la pobreza, a la enfermedad, etcétera. Hoy, en toda sociedad, hay miedo al delito. Los periodistas suelen preguntar si la inseguridad es una sensación o una realidad. El interrogante no tiene mucho sentido: inseguridad en la forma en que se emplea la expresión no es la que se puede sentir frente a una decisión, sino que es sensación de miedo o como se lo quiera llamar en cualquiera de sus grados (alarma, temor, pánico, terror) y que, inevitablemente, es un fenómeno subjetivo que responde a la pulsión de conservación. Los animales no humanos tienen sus miedos filogenética o instintivamente condicionados, pero como a los humanos la filogenia no nos terminó del todo, los miedos que hacen a nuestra conservación los completa y condiciona la cultura. De cualquier manera, el miedo frente a un ente temible es normal y no tiene nada de patológico.


    En el plano individual, el miedo es patológico cuando no se corresponde con un objeto temible o cuando no guarda proporción con el peligro que representa ese ente. Aunque no se puede trasladar lo individual a lo social sin más, lo cierto es que hay sociedades que son víctimas de estados paranoides: las cazas de brujos en África, o de brujas en la Edad Media europea, o la famosa invasión de marcianos en Nueva York. En ocasiones, se producen verdaderos delirios colectivos persecutorios cuando se identifica a un chivo expiatorio, como los judíos en tiempos de nazismo.


    Si la pregunta periodística estuviera bien formulada, debería indagar si el miedo al delito se corresponde con la realidad del delito, en cuyo caso sería normal.


    Entendido que estas son las bases sobre las que tienen lugar los núcleos temáticos que el libro desarrolla, diría que se entrecruzan. El defecto técnico en la información, la soltura con que se critica a peritos, jueces y fiscales, en que se opina de criminalística en los medios y en especial en la TV es por cierto alarmante. La convocatoria de supuestos especialistas no lo es menos. Se parte de una previa toma de posición y se carga contra alguien o a favor de alguien sin miramientos. No cabe duda de que esto explota la curiosidad del público al extremo, pues sin ella no tendría éxito. Siento observar que por muy buena que sea la intención del autor, no creo que sus colegas abandonen fácilmente este filón de rating.


    Lo lamentable es que cuando la justicia no responde a la condena o la absolución mediática, se cae sobre ella y se la desprestigia despiadadamente, incluso imputando a jueces y fiscales, en ocasiones, con cierto éxito por parte de políticos inescrupulosos que buscan votos a costa de cualquier cosa.


    La justicia tiene muchos defectos —tendría que escribir otro libro para mencionarlos—, pero hay uno que corre por cuenta de ella y no del periodismo. Los jueces y fiscales egresan de las facultades de Derecho y estas no los preparan para la actuación mediática. Es frecuente ver a algún colega respondiendo en un dialecto jurídico incomprensible para el común de los mortales. Incluso la propia idea de garantías no la expresan con claridad. Frente al cuestionamiento —frecuentemente formulado por algún periodista que cree tener la carta ganadora— de que los delincuentes tienen demasiadas garantías, no saben responderle que las garantías no son para los delincuentes, sino para usted, periodista, para que no le quiten el micrófono o la cámara, para que esta noche no se meta la policía en su casa, para que no lo condenen por un delito que no cometió. ¿O acaso se cree que los delincuentes tienen la piel verde o que los jueces los reconocemos por un tercer ojo en la nuca?


    En cuanto al miedo al delito o pánico moral, hay datos que llaman poderosamente la atención. América Latina tiene muy diferentes índices de violencia y Europa los tiene más bajos que toda nuestra región. Si tomamos como indicador objetivo al homicidio —que es el mejor termómetro de la violencia criminal—, esto se verifica sin mayor dificultad con los datos de la ONU. Sin embargo —y es lo llamativo—, el discurso mediático productor del pánico moral es común a toda nuestra región y a Europa, o sea, que para los medios no interesa la realidad de los muertos, su discurso es único y parejo.


    El problema es que como resultado a nadie le interesa mucho los muertos, sino que todos se preocupan por la sensación. Prueba de esto es la increíble pobreza de investigación criminológica de campo. Cuando desde hace tres años nos ocupamos de investigar los homicidios dolosos de la Ciudad de Buenos Aires y hoy lo extendimos a todo el Conurbano Bonaerense, lo hicimos porque nadie disponía de esos datos, ni siquiera los cuantitativos eran exactos. Todos hablan de violencia, todos sindican factores, todos afirman que aumenta, pero nadie tiene los datos del delito más violento y tampoco se había ocupado de recogerlos con cierta meticulosidad en vistas de su prevención.


    No he de sintetizar mal lo que está bien explicado por otros: sería bueno que los periodistas leyesen un libro esclarecedor: Gobernar a través del delito, de Jonathan Simon, vicedecano y profesor de derecho de la Universidad de California en Berkeley1. Se explicarán muchas cosas.


    Desinteresarse de la realidad de la violencia es criminal, porque si no la conocemos, no podemos prevenirla y reducirla. Jugar con el miedo a la violencia es éticamente penoso y habla muy mal del estado de nuestra cultura. De todas maneras, tampoco es nuevo; no creamos que nuestro tiempo inventó todo. Permítaseme reproducir dos párrafos: “… la delincuencia en la Ciudad de Buenos Aires aumenta en forma alarmante, agitando, sin descanso, sus temerosos tentáculos. […] Está fuera de toda duda que desde algunas décadas a esta parte una gran crisis moral agita el pensamiento y fatiga las conciencias, y que en la vida ha penetrado una desconfianza, una incertidumbre, una perplejidad, que afloja los vínculos de la familia y desata los de la sociedad”.


    Creerán que los tomo de algún medio de antes de ayer. No es así. Sigo citando el mismo libro, más adelante: “El 6 de setiembre de 1930, ante un día radiante de sol, la población de Buenos Aires vio triunfar la revolución que fue como la reacción del pueblo contra un estado de cosas que había llegado a su límite extremo”2.


    La manipulación de los miedos —hoy y siempre— fue cuestión de la política; la prevención de la violencia es cuestión de la humanidad misma. El fin puede justificar algunos medios, pero cuando el medio es la vida de los semejantes, jamás lo puede justificar. Es bueno que el periodismo tenga bien clara esta diferencia.


     


     


     


     


     


     


    
      
        1 Gedisa, 2011.

      


      
        2 La cita es de Oreste Ciattino, La delincuencia en Buenos Aires, edición de autor, 1930, página 112, nota 1.

      

    

  


  
    PRÓLOGO


    por Víctor Hugo Morales


     


     


    Cada mañana, en la radio, debo afrontar una nota por temas policiales. Cada mañana, siento que es un terreno en el que me desenvuelvo pésimamente. Los periodistas somos especialistas en generalidades y podemos resolver, sobre la marcha, los inconvenientes de las profundas ignorancias que nos acompañan, pero lo que hacemos es multiplicar la desinformación.


    Por otra parte, se forma una cadena de errores que va de la televisión a los diarios y recala en la radio, y lo único diferente podría ser el recorrido. La constante es manejar términos como “condenado”, “prisión preventiva”, “sentencia firme”, “testigo encubierto”, “fianza”, “careo”, “excarcelación”, “embargo”, “cadena perpetua”, “reclusión”, con una ligereza que ya no tenemos tiempo de corregir.


    A cierta altura, es difícil ponerse a estudiar algunos temas por si aparecieran en una nota que debemos realizar. Y vamos como el que camina por el desierto y ha dado una vuelta sobre sus talones y ya no sabe por dónde empezar. En los últimos tiempos, la precisión escaseó aún más en casos resonantes de crímenes que alcanzaron una gran difusión en la televisión y arrastró a los diarios y a las radios a coberturas exacerbadas y copiosas que también dejaron de a pie a los profesionales.


    Este libro, que me prometo tener a mano siempre, como un auxilio profesional, tiene interés para toda persona atraída por las noticias policiales y jurídicas. La condena mediática de la que buena parte de la audiencia participa, las frases hechas de comunicadores que sueltan ideas sin corroborarlas estadísticamente, como “No pasa nada con los menores que delinquen”, suelen escucharse como si fueran una verdad constatada.


    La intencionalidad política vino a ofrecer otra fuente abierta al lado del pozo de ignorancia en el que abrevamos. Es con ese cóctel que cada día se informa. La calidad está en caída libre, y este libro viene a ponerle una red de contención. Anteponer las verdades de los expedientes a la tarea indiciaria de la que participamos, mucho más por falta de preparación que por mala fe, utilizar los términos correctos, porque a veces, entre una forma y otra de informar, hay una diferencia de veinte años de cárcel, enriquecer el vocabulario y la nobleza de la información serán consecuencias más que deseables al tomar contacto con este libro.


    He dejado para el final comentarles que conozco al doctor Darío Villarruel desde hace casi treinta años. Gracias a su influencia, pudimos hacer una de las coberturas de mayor trascendencia en mi vida periodística, en 1991, a raíz del caso de María Soledad Morales en Catamarca.


    Presento el libro despojado del afecto que siento por Darío para situar estas palabras en lo estrictamente profesional. Dejo una línea para el cierre: quiero decir que (In)Justicia mediática me genera un anticipado orgullo.

  


  
    INTRODUCCIÓN


    Este trabajo nació en virtud de mi experiencia en la información judicial en la que, a lo largo de los años, observo que se acrecienta la brecha entre lo que publican los medios de comunicación y lo que se investiga y se resuelve en un expediente penal. Desde hace veintitrés años, trabajo en distintos medios, siempre en la misma temática, y aprecio la mala praxis periodística al momento de informar sobre estos temas tan delicados, ya que muchas veces se vinculan con la vida y con los bienes de las personas. Si a esa ecuación le sumamos lo que recibe la sociedad como información a través del vehículo que son los medios, se llega a la conclusión de que a la justicia como valor supremo de una sociedad democrática, que no es perfecta, se le agrega la desconfianza general de la población por las razones antes expresadas.


    El Derecho es una ciencia que se rige por leyes, códigos y normas, y que se necesita un mínimo conocimiento para poder trasmitir informaciones que pasen por esas coordenadas a la sociedad. No es lo mismo hablar de política, economía, deporte o espectáculos que de cuestiones judiciales, mal llamadas en la jerga periodística “policiales”. Son los jueces los que condenan a las personas y no los policías, quienes, de acuerdo a lo que establece nuestra legislación, solo son auxiliares de la Justicia. Para referirse a homicidios, violaciones, secuestros extorsivos, corrupción, etcétera, se necesita conocer el Código Penal de la Nación y el Código Procesal de la jurisdicción donde haya sucedido el caso para explicar de qué trata la historia, con profesionalismo y con respeto por el ciudadano común.


    De más está decir que el periodista es el vehículo necesario para que la opinión pública esté informada y que este tipo de hechos, el caso judicial, tiene como agravante que, en general, los jueces y los fiscales no son amigos de mostrarse mediáticamente, por lo que solo nos queda la campana periodística, que es una sola.


    El derecho a la información ponderado por nuestra Constitución Nacional debe ser ejercido con responsabilidad y es necesario evitar que la información tendenciosa y malintencionada desplace el deber de informar con fidelidad y de corroborar los hechos reales, en honor a la verdad y nada más que la verdad.


    Hay una máxima periodística que no se debe olvidar, mucho menos en cuestiones judiciales: “Los hechos son sagrados, la opinión es libre”.


    Si nos ajustásemos a esta premisa, no habría tanto debate, ni tanta desmentida, ni tanta información errónea. Sin duda, los momentos que se viven en nuestro país donde se consumen diariamente temas relacionados con lo jurídico, imponen que los periodistas debamos capacitarnos mejor para abordar temas de Derecho y para ser respetados al analizar un fallo o al emitir una opinión sobre una cuestión legal.


    Como ocurre en los países del primer mundo, la especialización es necesaria para emprender cualquier trabajo periodístico. Más aún si tenemos en cuenta que el ciudadano común se ve vapuleado, todos los días, por los distintos medios, con palabras como “procesado”, “prisión preventiva”, “falta de mérito”, “careo”, “testigo de identidad reservada”, “excarcelación”, “sentencia firme”, “recusación”, “prejuzgamiento”, etcétera, sin saber de qué le están hablando.


    En la actualidad, los diarios traen por lo menos un 50 % de sus títulos vinculados a la justicia. A propósito de ello, en este trabajo presento un breve glosario de términos judiciales, donde consta el significado de las palabras del Derecho que comúnmente se utilizan para explicar un caso en los medios de comunicación.


    A veces, la mala información es peor que la desinformación, puesto que se trata del hecho y del derecho aplicable al caso y no de especulaciones periodísticas. Prueba de lo expresado son muchos titulares de diarios, y me remito a un ejemplo como muestra. En el año 1983, el diario Crónica tituló: “Absolvieron a Kindergarten”, refiriéndose a una película del director Jorge Polaco que había sido prohibida. De más está aclarar que se absuelve a personas y no a películas. Se lee o se escucha: “Indagaron” al testigo, cuando se debe decir “interrogaron”. O que le dictaron la prisión preventiva a alguien cuando, en realidad, lo procesaron. O que pagó dos mil pesos para quedar libre, cuando ese monto se da para garantizar la presentación ante la justicia mientras dure el proceso.


    Es imprescindible esmerarse por informar, porque, lamentablemente, la gente confía más en los periodistas que en la justicia. La calidad de la información judicial debe superar a la cantidad, más allá de que los grupos económicos propietarios de los medios de comunicación, a veces con fines comerciales o de rating, puedan manipular la noticia. En estos temas tan sensibles, donde siempre hay una víctima y un victimario, cada uno con sus respectivas familias, es necesario tomar distancia, profundizar el conocimiento judicial y tener información fidedigna que solo se encuentra en la causa judicial. Recuerdo una máxima jurídica que dice: “Todo lo que no está en el expediente, no existe”.


    Otro disparador para decidirme a escribir este libro es el tema de la corrupción. Explicar por qué tardan tanto tiempo en resolverse estas cuestiones donde aparecen funcionarios y exfuncionarios vinculados con delitos graves, como contrabando de armas, coimas, enriquecimiento ilícito, administración fraudulenta, etcétera; analizar la falta de sentencias y los motivos por los que prescriben la mayoría de los procesos contra funcionarios públicos, incluidos expresidentes de la Nación, ya que si no hay sentencias, mucho menos habrá condenas ni personas detenidas por esta clase de hechos tan graves para la credibilidad social.


    También hago referencia a los casos mediáticos de gran repercusión en los últimos tiempos, como los casos del padre Grassi, Wanda Taddei y Ángeles Rawson. Este último, sin duda, es el de mayor repercusión mediática de los últimos quince años y se ubica después del caso de María Marta García Belsunce, quien fue asesinada por su esposo en un country de la provincia de Buenos Aires. Se analizan poniendo énfasis en el tratamiento que los medios le dieron a cada uno de estos temas.


    Además, un apartado especial está dedicado a los accidentes de tránsito, una de las principales causas de muerte en nuestro país. Qué dice la ley acerca del homicidio culposo y del tan mentado homicidio con dolo eventual. Encontraremos la respuesta del porqué no hay conductores desaprensivos en las cárceles de nuestro país y citamos, como ejemplo, el caso de Rodrigo Barrios, el boxeador que en la ciudad de Mar del Plata atropelló y dio muerte a una mujer que estaba embarazada, sin dejar de recordar el de Sebastián Cabello, un leading case en esta materia.


    En estas situaciones queda claro que la gente cree que la ley es lo que no es y hay un vacío informativo que se llena con periodismo de muy baja calaña que, a la larga, genera la sensación de que no existe o no hay justicia en la sociedad.


    En este trabajo no se busca destacar la labor del Poder Judicial de la Nación, que tiene muchos problemas, pero sí entender que en la mayoría de los casos, los jueces resuelven lo que dice la ley. A veces, esta resolución no coincide con lo que las personas quieren, cuya opinión ya se ha formado con la lectura de la información sin la rigurosidad requerida para este tipo de hechos que genera repulsa popular y que moviliza lo que en Derecho Penal se llama “vindicta pública”, que no deja de ser un grado más civilizado que el de una venganza.


    También abordo el rol del Servicio Penitenciario, la resocialización de las personas que cometen delitos penales y la función del Patronato de Liberados para el tratamiento que deben tener mientras estén detenidos y cuando recuperan su libertad.


    Para entender mejor algunos temas complejos, hemos convocado a especialistas como el doctor Marcelo Saín por su conocimiento en temas de seguridad y medios de comunicación; a la doctora María Florencia Arietto, en cuestión de violencia institucional y de gatillo fácil, entre otros abusos de las fuerzas de seguridad, y al doctor Gustavo Gallo, defensor de menores, sobre la inimputabilidad de los menores de edad y de lo que sucede cuando un menor de 18 años de edad delinque, algo debatido permanentemente por la sociedad, los políticos y los medios de comunicación.


    Para acercar a la ciudadanía con la justicia, también destacamos el rol de los jurados en el juicio por jurados. Hacemos referencia a las provincias que ya lo implementan y, en especial, el caso de la provincia de Buenos Aires, que fue recientemente aprobado por el gobierno de Daniel Scioli. Allí se ponderan las ventajas y las desventajas y qué función tendrán los medios de comunicación en este nuevo sistema de juzgamiento que está previsto en nuestra Constitución de 1853.


    En síntesis, el fin de esta humilde obra es tratar de entender la importancia de informar con propiedad sobre temas judiciales. Si se comprende mejor por qué alguien es acusado, llevado a juicio y condenado o absuelto, habrá menos lugar para la especulación periodística. No se debe olvidar jamás que detrás de cada hecho hay familias que se ven expuestas mediáticamente y tienen que dar explicaciones sobre la culpabilidad o no de determinados individuos, aspecto que solo lo debe resolver la Justicia.


    Por mi experiencia como abogado y como periodista de investigación en distintos medios gráficos, radiales y televisivos, debo decir, con estupor, que a veces a pesar de que la sentencia jurídica favorezca a una persona y se la declare inocente, si el vapuleo mediático la mostraba como culpable durante el proceso, puede darse que un inocente para la justicia sea culpable para la sociedad, con todo lo que eso significa. Es cierto que la justicia humana es falible, pero en un sistema democrático con división de poderes, el Poder Judicial y sus jueces son quienes determinan cuándo una persona es culpable o inocente. Las condenas mediáticas no se ajustan al Estado de derecho.


    Por último, quiero agradecer a dos amigos que prologaron este trabajo. En primer término, el doctor Eugenio Raúl Zaffaroni, profesor de Derecho Penal, miembro actual de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, a quien conozco desde hace más de veinte años cuando fui alumno en la facultad, por darme el lujo de contarlo en este ensayo jurídico-periodístico y a quien respeto y aprecio por su coherencia ideológica en materia de derecho penal desde siempre.


    En segundo lugar, a Víctor Hugo Morales, un maestro de periodismo para mí, con quien tuve la suerte de empezar mi carrera como periodista deportivo, allá por 1986. Mi padre, Sergio Villarruel, periodista de oficio, como le gustaba decir, una vez me sugirió: “Si tenés dudas de qué camino tomar desde la ética profesional, hablalo con Víctor Hugo, él te va a saber guiar”.


    Ambos son referentes en mi vida, uno en materia jurídica, otro en materia periodística; los dos por la coherencia y por la honestidad a flor de piel.


     


    DARÍO VILLARRUEL


     

  


  
    
CAPÍTULO UNO

    La verdad jurídica y la verdad periodística



     


     


     


     


    El Derecho es una ciencia, no exacta, pero ciencia al fin. Tiene mayor relación con las reglas de convivencia que con la justicia como valor intangible. La revolución de las tecnologías de la información y la comunicación, sin duda, ha convertido a los medios masivos en un factor central de la vida de las personas en tanto generadores de datos y de ideología. Naturalmente, la información de índole judicial no escapa a este avance. Por lo tanto, ocurrido un hecho policial —o debería decirse un caso judicial—, el rol de los medios pasa a tener una importancia suprema debido a que forma opinión ante un público que, casi en su totalidad, desconoce las reglas de un proceso penal.


    En primer lugar, la Constitución Nacional establece claramente las garantías de la libertad y de la seguridad de las personas, y varias reglas y principios generales para su protección y aplicación por la justicia. En el artículo 18 dice: “Ningún habitante de la Nación puede ser penado sin juicio previo, fundado en ley anterior al hecho del proceso, ni juzgado por comisiones especiales o sacado de los jueces designados por ley antes del hecho de la causa. Nadie pude ser obligado a declarar contra sí mismo, ni arrestado, sino en virtud de una orden escrita de autoridad competente”. Es decir que nadie es culpable hasta que haya una sentencia firme que así lo determine, lo que se conoce como “presunción de inocencia” que surge de la interpretación doctrinaria y jurisprudencial de este artículo de nuestra Carta Magna que, sin duda, es el más importante en cuanto a los derechos individuales que deben estar protegidos.


    En el mundo mediático argentino, por lo general, se invierte la norma. Las etiquetas que utilizan los medios —“asesino”, “violador”, “delincuente”, “secuestrador”, “ladrón”, “homicida”, “pedófilo”—, puestas por ignorancia o por la necesidad de títulos espasmódicos de alto impacto, contribuyen a deformar la situación. Desde que un hecho ocurre hasta que se dicta la sentencia, transcurren al menos dos años de tiempo. Los medios suelen cubrir el comienzo del evento —las detenciones, el velatorio del asesinado, los allanamientos en búsqueda de acusados— y luego abandonan la cobertura. Como la parte más “morbosa” del caso ya sucedió y ya no vende, no sabemos si el detenido del comienzo de la noticia era o no el asesino.


    En un alto porcentaje, salvando algunos colegas especializados en temas judiciales, no se siguen los casos y el paso a paso del expediente se olvida, lo que marca hasta una cierta desidia por saber la verdad.


    Ocurre también que cuando un caso toma gran magnitud pública, como por ejemplo, el de Candela Sol Rodríguez, la niña secuestrada, violada y asesinada por razones aún no esclarecidas, la presión de los medios y de la opinión pública provoca que se salga a una caza de brujas y que se sentencie a “perejiles” para paliar la “sed de justicia” popular. Al comienzo de esta investigación, hubo diez detenidos que, poco a poco, fueron quedando en libertad al demostrarse que no tenían vinculación con el hecho. La Cámara de Apelaciones separó al juez y al fiscal de la causa para que sean investigados por detener a chivos expiatorios para “tranquilizar” a los medios de comunicación y a la sociedad.


    Desde este enfoque, el rol de los medios masivos es fundamental y determinante. Un caso mediático impune genera desconfianza en la sociedad. Es cierto que el Poder Judicial no goza de prestigio, pero también es verdad que muchos casos no mediáticos se esclarecen. Un buen ejemplo es el de Lucila Frend y Solange Grabenheimer. Estas dos amigas convivían y una de ellas, Solange, apareció muerta en su casa del partido de San Isidro. La justicia determinó, en un juicio oral, absolver a Lucila del cargo de homicidio. Tiempo después, la Cámara de Casación Penal de la provincia de Buenos Aires confirmó el fallo de primera instancia. El caso no pudo esclarecerse, pero quedó despejado que la persona señalada por la familia de la víctima, los medios y la fiscalía es inocente.


    Muchos diarios y portales de Internet, mientras se habló del tema, pusieron énfasis en que Lucila era la responsable de lo que le ocurrió a Solange con títulos como “La había matado la amiga” o “Amiga asesina”. Esta condena mediática no coincidió con el actuar de la justicia. ¿Qué hicieron los medios ante esto? ¿Pidieron perdón a Lucila y a su familia por instalar una posibilidad como verdad? ¿Asumieron su error? Por el contrario, la noticia de la confirmación de la absolución de Lucila Frend fue presentada como de segundo orden, en la parte descartable de los diarios y poco comentada en los canales de televisión.


    El beneficio de la duda


    Este es un derecho fundamental que tienen todos los justiciables que están sometidos a un proceso penal. Deriva del latín in dubio pro reo, que marca que a la hora de determinar la condena por un delito, en caso de duda, se debe estar a favor del reo. Así está previsto en el artículo 13 del Código Procesal Penal de la Nación que sostiene que “en caso de duda, deberá estarse siempre a lo que sea más favorable al procesado”. Asimismo, el artículo 12 del mismo cuerpo legal señala: “No podrá aplicarse ni por analogía otra ley que la que rige el caso, ni interpretarse en contra del procesado”.


    A esto hay que sumarle el principio de que siempre se debe aplicar la ley más benigna, es decir, en materia penal se aplica la norma más favorable al imputado. En los juicios orales, cuando se dicta sentencia, a veces, los magistrados deben absolver si tienen dudas sobre cómo ocurrieron los hechos y/o la responsabilidad de los acusados. Teniendo en cuenta las absoluciones que se dan en los juicios orales, se puede decir que de cada 10 absoluciones solo 2 se dan por este “beneficio de la duda”.


    Nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo hecho


    Otra garantía que establece el Código Procesal Penal, prevista en su artículo 7, marca que nadie puede ser procesado o condenado sino una sola vez por el mismo hecho. El latinismo non bis in idem tiene por objeto evitar dos condenas por un mismo hecho que oportunamente fue resuelto. Estas prerrogativas a favor del procesado son de base constitucional y tienen que ver con el derecho de defensa en juicio y con el debido proceso legal.


    Desde los medios de comunicación se desconoce esta normativa y en general no se explica con claridad por qué alguien que fue acusado de un delito finalmente es absuelto.


    Dejemos en claro que es el Estado quien debe probar la culpabilidad de una persona y no el acusado quien debe probar su inocencia, la cual, como se mencionó anteriormente, se presume, y esto constituye la base del derecho penal liberal.


    A veces, erróneamente, se afirma que un caso quedó impune cuando lo que sucede es que las pruebas en la causa no son suficientes para condenar a alguien.


    La excarcelación y la exención de prisión


    Ambos institutos, previstos en el Código Procesal Penal de la Nación, son medidas cautelares que se dan en un proceso penal y que son derechos que pueden ser ejercidos por los acusados de un delito. Es muy común la confusión entre ellos; generalmente, se los equipara o se invierte su significado.


    A efectos didácticos, podemos explicar que la excarcelación es la posibilidad de que una persona que se encuentra detenida, previamente al dictamen del fiscal, pida al juez la posibilidad de recuperar su libertad mientras dure el proceso. Puede ser bajo caución real o bajo caución juratoria. En el primer caso, se da dinero o bienes como garantía y en el segundo, se trata de libertad bajo palabra. Hay requisitos que el juez fija y que el acusado debe cumplir para gozar y no perder este beneficio.


    La exención de prisión, que antes de la última reforma del Código Procesal se llamaba “eximición de prisión”, consiste en lo contrario a la excarcelación. Cualquier persona que esté libre y que tenga la sospecha de que puede ser denunciada ante la justicia penal por un determinado delito, puede pedir este instituto. También lo pueden solicitar las personas que están libres, pero ya tienen una denuncia penal, siempre y cuando la característica del delito denunciado así lo permita. Esto se relaciona con el monto máximo y mínimo de la pena que podría tener la persona denunciada por ese delito. Esta misma regla se aplica en la excarcelación.


    Podríamos resumirlo así: para pedir la excarcelación, es requisito esencial estar detenido a orden de un juez; para pedir la exención, es requisito esencial estar libre.


    Opinar desde el lugar de la víctima


    Nosotros, los periodistas, debemos tratar de investigar o llevar al público la verdad de los hechos, no nuestro pesar por el dolor de las víctimas. Sin embargo, se cae fácilmente en el horror periodístico de opinar desde el lugar de la víctima. Al hacerlo, se reduce a la simpleza de necesitar culpables inmediatos, cuando el derrotero de una causa penal no funciona de esa manera.


    Casualmente, cuando un colega realiza una nota al supuesto victimario, se observa que lo increpa, lo presiona. En realidad, los periodistas no somos los damnificados directos del hecho. Se produce una paradoja, ya que si un fiscal o un juez interrogan a un detenido, lo hacen de forma respetuosa y con las garantías del debido proceso y la defensa en juicio. Si los encargados de una investigación nunca se exceden en la búsqueda de la verdad, ¿por qué los colegas periodistas sí lo hacen?


    Volviendo al concepto de vindicta pública, en la sociedad se ve que este se ajusta a nuestras normas legales. Por más dramática que sea la situación, un fiscal y un juez deben investigar para arribar a la conclusión de que alguien cometió un delito. La causa mediática no tiene retorno. Afecta el honor de las personas, cuestión que también protege el Código Penal, bajo el título “Delitos contra el honor de las personas”, en los artículos 109 y 110, entre otros.


    Lamentablemente, en nuestro país no hay una gimnasia de hacer juicios a los medios de comunicación que catalogan de “asesino” o “ladrón” a alguien que no fue condenado. En los Estados Unidos de América, en salvaguarda de los derechos individuales de los ciudadanos, las condenas civiles por daños y perjuicios son muy comunes, y alcanzan en algunos casos montos millonarios contra medios que tildaron de homicidas a personas luego declaradas inocentes; incluso, muchos medios contratan seguros para hacer frente a este tipo de demandas.


    En la Argentina, generalmente, los apuntados son personas humildes que aun absueltas, después de ser sentenciadas por los medios, no tienen ni fuerza ni ganas de intentar algún resarcimiento por vía judicial. Además, el tiempo que transcurre entre el hecho, la condena pública, social y mediática, y el juicio que los declara inocentes es de años y para las personas involucradas es como revivir un infierno, por lo que no tienen el menor interés en pasar por otro proceso legal, a pesar de que ellos reclamen por los daños.


    Estas afirmaciones acerca del rol de los medios de comunicación no tienen nada que ver con la libertad de prensa, reconocida tanto por la Constitución Nacional como por los tratados internacionales.


    El daño es grande e irreparable


    Cuando, por ejemplo, se dice que alguien mató sin que haya tenido nada que ver en el hecho, se genera un daño irreparable. Existen formas cuidadas para presentar un caso mediáticamente que no generan riesgos de un futuro juicio por calumnia e injurias o por daño moral. Por ejemplo, algunos medios titulan: “Se detuvo al presunto asesino”, “Habría un detenido por el caso...”, “El fiscal cree que la persona fue el autor del hecho”. Estas frases no son idénticas a decir: “Detienen al asesino”, “El detenido es el autor del hecho”. Se puede utilizar el modo potencial del verbo o poner una afirmación en boca de quien asevera una situación, como el fiscal o el juez de la causa.


    El uso del lenguaje a la hora de comentar un hecho judicial es fundamental no solo por la cuestión antes mencionada de evitar futuros juicios, sino también, y especialmente, para no generar falsas expectativas en quienes consumen esas noticias, porque en el 50 % de los casos los detenidos en el momento del hecho son personas que no están involucradas.


    In fraganti delito


    Este latinismo proviene del Derecho Romano, se explica como la detención de una persona por la autoridad en el momento que comete un hecho in fraganti. Por ejemplo, alguien sale de robar un banco con un maletín, es observado, filmado y sorprendido con el dinero y con el arma que utilizó. Aun en este tipo de casos, donde todo parece tan claro, el autor goza de la presunción de inocencia hasta que se demuestre lo contrario. Por tal motivo, habrá un juicio oral con testigos, documentación, pruebas y finalmente, una sentencia. Recién en esa instancia se podrá titular: “Condenaron al ladrón del banco a la pena de…”. Antes de esto, no es ni ladrón, ni delincuente, ni “caco” —como los llaman algunos medios amarillistas—, solo es acusado de robar un banco. Como se ve, no es tan fácil la cuestión en el mundo del derecho penal, que no es el mundo cotidiano que simplifica la realidad.


    ¿Por qué se buscan culpables antes del juicio?


    Ocurrido un hecho, comúnmente, la opinión pública quiere castigo. Esto fue así desde los tiempos más remotos. Hoy, al poner los medios de comunicación el caso en conocimiento de toda la sociedad, la sed de venganza aflora en el colectivo social. Que a las diez horas de un secuestro extorsivo con resultado de muerte de la víctima haya detenidos genera tranquilidad social. Sin embargo, al instante posterior, esos detenidos no están vinculados con el hecho investigado. O son “buchones” de la Policía, o personas con antecedentes que pueden dar información sobre los autores del hecho. Estas detenciones componen en el cuerpo social un efecto tranquilizador que no es real. Se cree que estos detenidos son los asesinos que están presos y, en realidad, no lo son. Días después desparece el tema de los medios, liberan a los detenidos por el simple hecho de que no tenían nada que ver y ante la falta de información, la gente se olvida o nunca se entera de que el caso está impune. Aquí el rol policial es muy importante, porque sabe dónde puede estar la verdad y dónde la mentira, y especula mediáticamente con lo que dice o deja de decir.


    La confesión del detenido


    En materia de derecho penal, la confesión del autor de un crimen ha ido evolucionando hasta la actualidad. En los albores del Derecho Romano, existía la “confesión ficta” y solo con ella bastaba para condenar a un acusado de un delito. Sin embargo, sucedía que, por ejemplo, un padre se declaraba culpable sin serlo para salvar a un hijo que había cometido un delito —o viceversa—.


    En nuestra legislación no basta la confesión para condenar a una persona. Para acreditarla se necesitan más elementos, como pericias, testigos, indicios, presunciones, etcétera. Es decir, lo que se llama “el cuerpo del delito” que, al contrario de lo que se cree, no es el cadáver de un homicidio, sino todos los elementos materiales e inmateriales de los que el delito se compone.


    En el Código Procesal Penal, en el título “De la confesión”, se expresa que “toda manifestación del procesado, por la cual se reconozca como autor, cómplice o encubridor de un delito, surtirá los efectos legales de la confesión”, pero inmediatamente establece los requisitos para que esta sea válida:


    
      	Que sea hecha ante juez competente.


      	Que el que la hace goce del perfecto estado de sus facultades mentales.


      	Que no medie violencia, intimidación, dádivas o promesas.


      	Que no se preste por error evidente.


      	Que el hecho confesado sea posible y verosímil atendiendo las condiciones personales del procesado.


      	Que recaiga sobre hechos que el inculpado conozca por la evidencia de los sentidos.


      	Que la existencia del delito esté legalmente comprobada y la confesión concuerde con sus circunstancias y accidentes.

    


    Como se puede apreciar, no es suficiente enunciar: “Yo cometí este homicidio”, sino que la ley, con buen criterio, exige una serie de circunstancias valorativas para que este sea válido. Y forma parte de la garantía general del derecho de defensa en juicio. Esta aclaración sirve para explicar un enfoque, que es muy común en los medios, respecto de la “confesión”. Nos encontramos en la televisión, los diarios y las radios con el titular: “Confesó el asesino” o “Asesino confeso”. Con el fin de dar datos concretos, solo 1 de cada 100 detenidos confiesa ser el autor de un crimen. Además, solamente se puede confesar un hecho ante el juez o el fiscal de la causa. Es importante aclararlo, porque muchas veces la información acerca de la supuesta confesión proviene de los policías —sobre todo, de la provincia de Buenos Aires—, que comunican a los periodistas sobre el reconocimiento de un crimen por parte de algún detenido en una comisaría.


    Esto es falso ya que los detenidos no pueden declarar en las comisarías sin la presencia de un juez o de un fiscal con todas las garantías de la ley, esto es, negarse a declarar —sin que constituya presunción en su contra— y nombrar un abogado defensor. Sucede que después de titulares tan duros como los de las confesiones, llega el momento en que el acusado, que para los medios ya reconoció su culpabilidad en el hecho, declara ante el juez. Y se genera un problema, porque el acusado se niega a declarar, por lo cual se arma un doble discurso: por un lado, el mediático, el que ve la gente, donde el acusado ya es culpable por haber confesado; por el otro, el del expediente judicial, donde el acusado no declaró. Naturalmente, para la sociedad que consume la información brindada por los medios de comunicación, el acusado es el autor del crimen, lo cual está completamente alejado de la realidad.


    Un ejemplo de esta situación sucedió en un caso de secuestro extorsivo en la localidad de San Isidro, donde la policía bonaerense filtró la información de que el acusado había confesado. Al día siguiente, todos los medios de comunicación se hicieron eco. Sin embargo, cuando llegó el momento en que el detenido tenía que declarar ante el fiscal, se negó a hacerlo. Este fiscal me llamó por teléfono y me dijo en tono sarcástico: “Le pregunté al acusado si había confesado el hecho ante la policía como dicen los medios y se negó a declarar, ¿ahora qué hago?”. A las 48 horas, el acusado fue puesto en libertad, porque no había pruebas ni indicios para vincularlo al hecho. Pero, en el imaginario social, es muy difícil, por no decir imposible, desinstalar la idea de que era el culpable del hecho.


    Las penas altas y bajas


    El maestro Sebastián Soler3, profesor y tratadista del derecho penal, define el delito como la acción típica antijurídica y culpable. Cada delito —salvo la pena de prisión perpetua— tiene un monto máximo y uno mínimo, ya sea de multa, inhabilitación o prisión. Esto es así porque, a lo largo de un proceso penal, hasta que se llega a una sentencia, para graduar una pena existen atenuantes y agravantes. El número de años de una condena lo evalúa el tribunal que dicta sentencia. Sin embargo, la cantidad es lo de menos, aunque, por el contrario, para los medios y para la opinión pública, es lo más importante.


    En mi experiencia como periodista especializado, me he habituado a una frase muy utilizada por el público: “¿Cuántos años le van a dar a este?”. Saber ese número tranquiliza. Siempre aclaro que lo más significativo es resolver el caso, es decir, encontrar a los responsables de los hechos para saber qué y cómo sucedió, y que establecer el monto de la pena a imponer es lo menos dificultoso del asunto.


    El debate de los tres jueces de un Tribunal Oral Criminal es para determinar si el o los acusados son los autores de un hecho.


    El Código Penal, en los artículos 40 y 41, en el título V “Sobre la imputabilidad de las personas”, establece, con calidad supina, las variantes que constituyen los atenuantes o los agravantes particulares de cada caso. En el artículo 41, se determina lo que los magistrados deben tener en cuenta a la hora de aplicar penas de prisión o de cumplimiento en suspenso. Primero, la naturaleza de la acción y los medios empleados para ejecutarla, y la extensión del daño y del peligro causado. Segundo, la edad, la educación, las costumbres, la conducta precedente del sujeto, la calidad de los motivos que lo determinaron a delinquir y especialmente la miseria o la dificultad para ganarse el sustento propio necesario y de los suyos, la participación que haya tomado en el hecho, la reincidencia y los demás antecedentes y condiciones personales. Es una amplia gama de circunstancias que pueden ser valoradas en forma positiva o negativa de acuerdo a cada caso y que llevan a la formación de una convicción sobre la personalidad por parte de los jueces que van a juzgar a esa persona.


    Este artículo también establece algo fundamental: la obligación del juez de tomar conocimiento directo y de visu (de vista) del sujeto, la víctima y las circunstancias del hecho en la medida que requiera cada caso.


    El homicidio simple —artículo 79 del Código Penal— tiene una pena de 8 a 25 años de prisión. En esa escala se debe manejar el tribunal, teniendo en cuenta los antecedentes de las personas acusadas y los hechos en los que se produjo el crimen.


    Claro está que el monto de la pena es proporcional a la gravedad y a las circunstancias del hecho. Por ejemplo, hubo casos donde a los acusados se les han dado 20 años de prisión y algunas medios titularon: “Exigua pena para quien mató a su pareja”. Si el monto de la pena es de 8 a 25 años, 20 años, desde el sentido común, está más cerca del máximo que del mínimo posible. Conocido el fallo, se les pregunta a los familiares de la víctima si 20 años no les parece poco. Una pregunta que intenta inducir la respuesta. Es extraño pensar que los familiares quedarán conformes ya que no recuperarán a su ser querido, ni con 25 años ni con condena perpetua. En todo caso, la pregunta podría ser si están conformes con el fallo.


    Más grave aún es cuando el familiar de la víctima está satisfecho y los colegas no. Aunque suene increíble, muchas veces sucede así. Por ejemplo, un caso de violencia de género muy resonante fue el de Wanda Taddei. Ella resultó quemada por su pareja, el exbaterista del grupo Callejeros, Eduardo Vázquez, quien fue, en un principio, condenado a 18 años de prisión. Terminado el juicio, en primera instancia, los padres de Wanda, que habían solicitado la pena de prisión perpetua por tratarse de un homicidio agravado por el vínculo, se mostraron conformes y satisfechos con la condena. Sin embargo, algunos colegas, pasando por encima de los familiares, insinuaban que era bajo el monto, es decir, iban más allá del sentir de la familia. Finalmente, la Cámara de Casación Penal hizo lugar a la apelación y modificó la condena. Consideró que la pena que le corresponde a Vázquez es la de prisión perpetua.


    La gente forma su opinión y no entiende, a veces, cómo es un proceso penal. Los casos se resuelven con leyes y deben ser ajustados a derecho, no a la indignación social. En ninguna sentencia los jueces se refieren a la indignación propia por el caso o a la necesidad de que la condena sirva de ejemplo para la opinión pública.


    Más allá de lo que piensa la gente a la que le llega la información por los medios de comunicación, los jueces absuelven o condenan por pruebas, indicios y presunciones. No son infalibles, se pueden equivocar, pero así trabaja el Poder Judicial, con sus instancias de apelación. Dios nos salve si los jueces condenan a alguien por lo que dicen los medios y no por lo que consta en el expediente judicial.


    Veredictos y sentencias


    La instancia del juicio oral dentro de un proceso penal —al menos en los casos de mayor trascendencia pública— es aquella en la que los medios llevan a cabo una cobertura importante y aportan información al instante. Sin embargo, un juicio oral, por lo general y más aún si es un caso muy intrincado, dura una cantidad considerable de tiempo —al menos un mes— teniendo en cuenta todos los pasos de este proceso: la acusación del fiscal, la declaración de los acusados, la declaración de los testigos, la lectura de documentos si los hubiera y los careos. En la última instancia del juicio, llegan los alegatos de las partes, la acusación del fiscal, la querella y la defensa y las últimas palabras de los acusados, paso previo a la sentencia.


    Es habitual que un medio no siga todas estas partes del juicio, sino que se concentre en el comienzo y en el final, por lo que se pierde mucha información que sucede en los pasos antes mencionados. Llegado el día del veredicto, todos “pronostican” el resultado, pero lo medular del juicio, es decir, la base sobre la que se resolverá, queda en el camino. Los medios lo ignoran, por tanto, privan de ese conocimiento a la opinión pública.


    Hay que agregar que, además, en los veredictos se lee lo que se llama “la parte dispositiva de la sentencia”, es decir, las condenas y las absoluciones. Los fundamentos del fallo tienden a publicarse tiempo después. Este punto es central para ver cómo cubren los medios antes de esa parte dispositiva y cómo generan opiniones acerca de si el fallo fue “justo” o no.


    Los fundamentos del fallo que constituyen el marco argumental por la cual se llegó al veredicto, es decir, el porqué de la condena o de la absolución, son ignorados, salvo casos excepcionales donde, en algunos diarios, se publican como suplemento.


    La pregunta obvia sería: ¿Cómo se puede decir que un fallo está bien o mal aplicado sin leer sus fundamentos? ¿Correspondería leerlos primero y después opinar sobre la base de los argumentos que expresen los jueces de un tribunal? En la Argentina se realiza un camino inverso. Al bajar línea sin leer un fallo, se crea, desde los medios, una certeza que no se corresponde con la realidad, ya que a esa noticia le falta la información. La sociedad toma nota, fija posición, sin saber por qué alguien fue condenado o absuelto. En síntesis, el hablar sin saber es una práctica habitual y constituye el rol de los medios en cuanto a la difusión de temas judiciales.


    Aquí estamos abordando hechos dolorosos que perturban la paz social y generan incertidumbre. A la hora de informar, la responsabilidad debe ser el deber máximo, porque también se encuentran los familiares de las víctimas y de los victimarios dentro del grupo de personas que consumen este tipo de información. Un manejo imprudente, con datos que no están en el expediente y sin chequear la veracidad de lo que se publica, provoca una confusión que va contra la credibilidad de todo el sistema judicial. Y de allí nacen las patológicas condenas sociales que, en la mayoría de los casos, no se relacionan con los elementos recogidos y plasmados en la investigación judicial.


    
      
        3 Derecho Penal, Buenos Aires, Editorial Tea, 1970.
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    “Entran por una puerta y salen por la otra”


    Mito mediático, si lo hay. En los últimos tiempos, se utiliza la expresión más sofisticada: “puerta giratoria”. Además de usarse en los medios, está en boca de muchos políticos cuando se refieren a la inseguridad (por ejemplo, el intendente de Tigre, Sergio Massa, cuando era candidato a diputado por la provincia de Buenos Aires, empleó ese término en una nota aparecida en Clarín del domingo 29 de septiembre de 2013). Está claro que no es así. Ocurrido un hecho delictivo, se detiene a una persona. Si la escala penal lo permite en cuanto a la gravedad de la pena que se debe imponer, el individuo será excarcelado, lo que no implica que quede liberado del proceso, ya que puede ser procesado e ir a un juicio oral y público en el que, si es condenado a una pena mayor a los tres años de prisión, se ejecutará e irá a la cárcel. Sin embargo, esta falacia se instala y se repite desde los medios de comunicación, y el ciudadano común se queda con esa expresión tan errónea como infundada.


    “Pagó y quedó libre”


    Conocida como “fianza”, jurídicamente posee el nombre de caución real o caución juratoria. Por lo general, se aplica cuando se le da a una persona la excarcelación mientras dura el proceso penal. Como ya explicamos, la caución real fija una suma de dinero, que puede sustituirse con un bien inmueble, y la juratoria, cuando alguien queda libre bajo palabra. En ambos casos, los imputados deben fijar domicilio y presentarse cada vez que el tribunal lo determine. Esta libertad no implica que una persona sea culpable o inocente del delito que se le imputa, sino que se establece con el objetivo de garantizar su comparecencia. Este dinero se deposita en una cuenta del Poder Judicial, con el nombre del acusado, número de causa y delito del que se lo hace responsable. Cuando termina la causa, se le devuelve el dinero o el bien de acuerdo con lo que estipule el juzgado.


    “El detenido tenía antecedentes y estaba libre”


    Generalmente, cuando ocurre un hecho delictivo y se detiene a algún sospechoso, desde los medios de comunicación, se titula de esta manera. Así se deja deslizar la presunción de que había alguien que estaba en libertad, pero tenía antecedentes, lo que lleva al público a cuestionar esta medida. En primer lugar, un procesamiento no implica un antecedente. A los efectos penales, se entiende por antecedente tener una condena anterior, no un proceso en trámite. En segundo lugar, puede darse el caso de que alguien que haya robado, haya sido excarcelado, dado que este delito así lo permite. Y puede ocurrir, también, que una vez libre, cometa un nuevo hecho delictivo, lo que no lo hace reincidente.


    “El detenido confesó en la comisaría”


    Frase que tiene un móvil reparador. Para llevar tranquilidad a la población cuando ocurre un hecho grave, como un secuestro extorsivo seguido de muerte o una violación seguida de muerte, hechos de gran repercusión mediática, se trata de encontrar rápidamente a un sospechoso para calmar la sed de justicia y para serenar los ánimos de la gente.


    Es muy común que desde la comisaría que interviene en el caso, se filtre algún dato, como que el detenido “se quebró” y confesó el hecho. Esa confesión es nula y no tiene validez jurídica, porque solo se puede confesar un hecho ante el juez de la causa en la declaración indagatoria en la Ciudad de Buenos Aires o en la provincia de Buenos Aires ante el fiscal que tiene a cargo la investigación.


    “Le dieron 15 años, pero sale antes por buena conducta. Acá no hay justicia”


    Los medios se hacen eco de frases como esta, que aparecen con mucha frecuencia y en forma repetitiva. En realidad, como vamos a analizar a lo largo de los capítulos de este libro, en nuestra legislación, toda persona condenada a cumplir una pena de prisión puede acceder a la libertad condicional cuando cumple las dos terceras partes de la condena, cualquiera fuese el delito cometido. No es algo bueno o malo, la ley así lo establece, y es un derecho al que accede el recluso una vez que ha cumplido su condena. Los jueces de ejecución de sentencia son los encargados de evaluar la viabilidad de este derecho que, por lo general, es favorable. Son muy excepcionales los casos de alguien que haya cumplido su condena y no acceda a la libertad condicional.


    “Los jueces son garantistas”


    De no ser garantistas, los jueces serían pasibles de juicio político, porque estarían violando la Constitución Nacional, que en sus primeros artículos se refiere a los derechos y las garantías de los ciudadanos. Respecto del derecho penal, se deben garantizar dos derechos fundamentales: el debido proceso y la defensa en juicio. Para que alguien sea condenado en un proceso penal, debe haber gozado de todos los derechos establecidos en los códigos de manera que la situación esté garantizada. Sobre el número de años de prisión a los que se condena a una persona, puede haber penas altas o bajas, pero eso no forma parte del garantismo, sino del criterio discrecional de los tribunales en el momento de fijar la pena en cada caso, teniendo en cuenta los agravantes y los atenuantes que se constaten en el expediente penal.


    “Acá nadie va preso”


    Solo basta observar el colapso en que se encuentran las cárceles dependientes de los distintos servicios penitenciarios de todo el país para desmentir esta frase tan instalada. Los detenidos están hacinados, las cárceles están superpobladas y el nivel de no reincidencia cuando se recupera la libertad es muy bajo, lo que demuestra que la sensación mediática y social no tienen nada que ver con la realidad de nuestros penales. Asimismo, según los últimos informes, por ejemplo, los del Ministerio de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, hay más procesados que condenados con sentencia firme, es decir, más personas que gozan aún de la presunción de inocencia y están detenidos. Ello refiere a una creencia popular que no se ajusta a la realidad, la frase debería ser: “Hay muchos presos que todavía no tienen sentencia”.


    “El asesino es menor de edad, no va a pasar nada”


    Más allá de la ignorancia de quienes acuñan esta frase, con toda seguridad, existe una intencionalidad relacionada con la situación legal de los menores de 18 años en cuanto a su régimen penal. Desde hace mucho tiempo, en nuestro país, se debate la imputabilidad o no de los menores de 14 a 16 años, y ciertos sectores políticos avanzan en esa dirección. Un menor de 16 a 18 años que comete un delito es llevado a juicio como cualquier mayor, más allá de las previsiones legales que, de acuerdo con los tratados internacionales, prevé nuestra legislación. A saber: lugar de detención, tutela judicial, responsabilidad penal. En la actualidad, en nuestro sistema, los menores de 16 años son inimputables, lo que no implica que cuando cometen un delito se van libremente a su casa. En este caso, interviene un juez que pasa a ser el tutor hasta tanto el menor esté en condiciones de volver a su vida normal. Siempre se puede ordenar una medida coercitiva, como es la internación del joven en un instituto de menores, situación que puede extenderse hasta los 18 años y en la que se evalúa el núcleo familiar, el delito cometido y otros elementos, como la vuelta a la escuela, para que el juez de menores pueda otorgar su egreso. El Estado se ocupa del menor, y el fin es que se reinserte en la sociedad. Si cometió un delito entre los 16 y los 18 años y es condenado, deberá cumplir la pena de prisión que se le imponga en orden a la gravedad del hecho cometido. Los menores no pueden ser condenados a prisión perpetua más allá de que la pena establecida para el delito cometido tenga esa sanción. Esto es así por lo estipulado en las convenciones internacionales a las que nuestro país ha adherido. Sin embargo, hay tribunales de menores que han aplicado esta pena. En el 2000, un fallo contra nuestro país respecto de menores condenados a perpetua llevó a corregir la medida en instancias superiores, como la Cámara de Casación Penal, por una apelación a la Corte Interamericana de Derechos por parte de la Defensora General de la Nación, Stella Maris Martínez, representante legal de las víctimas. El fallo consideró responsable internacionalmente al Estado argentino por la imposición de penas de privación perpetua de la libertad, por la comisión de delitos a personas que eran menores de edad. El tribunal estableció la responsabilidad internacional de la Argentina por la violación de los derechos a la integridad y a la libertad personales de los implicados. Desde ese caso, los tribunales no impusieron más esa pena. Actualmente, aunque también es violatorio de los tratados internacionales, se les da mucha cantidad de años de prisión, por ejemplo 37, que sería la máxima pena que se puede imponer.


    “El auto es un arma”


    Esta expresión se usa mucho en los casos de accidentes de tránsito. Queda claro que un auto no es un arma; en todo caso, en determinadas circunstancias, puede matar. En la sociedad, no se entiende la diferencia entre un delito culposo, que es el que se comete por negligencia o imprudencia, y un delito doloso, que es aquel donde alguien, sin lugar a duda, tuvo la intención de matar. Cuando ocurre un accidente que tiene como resultado la muerte de una o varias personas, desde los medios y desde la sociedad, se reclaman sanciones ejemplares. Se puede ser negligente al cruzar un semáforo en rojo, o ir a gran velocidad, o estar alcoholizado, y a raíz de esto, convertirse en autor del hecho y, en consecuencia, ser condenado.


    Ante la gran cantidad de accidentes y las terribles consecuencias de algunos de ellos, se reclaman duras sanciones para los responsables. Y si bien existe la figura del dolo eventual —que es explicada con mayor exactitud en el llamado “caso Cabello”—, en nuestra legislación no hay condena alguna para esta figura vinculada a un accidente de tránsito.


    Esto es así dado que es muy dificultoso para los magistrados ingresar en la psiquis del infractor para determinar que el conductor, haciendo lo que hacía mientras conducía el auto, debería haberse imaginado el resultado, y eso no le importó. Desde el punto de vista jurídico, parece una tarea difícil, que no obsta a que el individuo sea condenado por homicidio culposo, que tiene una pena de 2 a 5 años de prisión, y que también puede terminar en la cárcel, con lo que se garantiza por ley que el hecho no quede impune.


    Sin embargo, pareciera que la sociedad requiere penas más graves para los delitos de tránsito, entonces, habrá que aumentar la pena o tipificar mejor, en el Código Penal, en qué caso se entiende que hubo dolo eventual para poder aplicar la pena de 8 a 25 años, que es la que tiene el homicidio simple. Un arma, en términos penales, es una pistola y no un auto.


    “Mató a una persona y sigue manejando”


    Esta frase está vinculada con la anterior y se refiere a que una persona acusada de un delito de tránsito puede seguir manejando durante el proceso penal. Si bien, por ejemplo, se puede inhabilitar en forma provisoria al procesado por un homicidio culposo, es legal que, hasta tanto no haya sentencia definitiva, es decir, hasta que no se sepa si es culpable o inocente del hecho que se le imputa, pueda conservar su licencia de conducir y estar habilitado para manejar por más grave que haya sido el hecho. Los medios cargan las tintas, muestran un hecho terrible vinculado al tránsito, donde incluso el autor se pudo haber dado a la fuga después de ocurrido, y dicen: “Mató a una persona y sigue manejando” —y hasta lo pueden mostrar en esa situación por medio de un seguimiento periodístico—. Aquí no se discute si está bien o mal, es lo que manda la ley en este tipo de casos. La regla es que quien comete un homicidio culposo y no está detenido puede manejar; la excepción es que lo inhabiliten provisoriamente.



OEBPS/Misc/page-template.xpgt
 

   

     
	 
    

     
	 
    

     
	 
    

     
         
             
             
             
        
    

  





OEBPS/Images/cubierta.jpg
DARIO VILLARRUEL

(INJJUSTICIA






